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(Sin corregir) 


Señor Representante Julio Bango, Presidente (ad hoc). 


Señora Representante Mercedes Santalla y señores Representantes Hernán Luis Bonilla, 
Belmonte De Souza, Juan Manuel Garino Gruss, Felipe Michelini, Nicolás Pereira, Mario 
Silvera Araújo y Jorge Zás Fernández. 


Señor Representante Pablo D. Abdala. 


Señora Presidenta de la Comisión Honoraria de la Discapacidad, doctora María José 
Bagnato; señor Secretario, contador Rodolfo Schicke; asistente social Griselda Salvo, en 
representación del Banco de Previsión Social; y señor Jorge Tourón, en representación de 
la Federación Nacional de Sordos del Uruguay (FENASUR). 


SEÑORA SECRETARIA .-Corresponde designar un Presidente ad hoc. 


SEÑOR MICHELINI.- Propongo al señor Diputado Bango. 


SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar. 


(Se vota) 


Cinco en seis: AFIRMATIVA. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bango) 


SEÑOR PRESIDENTE (ad hoc).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Es la hora 10 y 39) 


La señora Diputada Piñeyrúa solicitó que la Comisión cite al Ministro de Desarrollo Social, a los efectos 
de que brinde información sobre la marcha de los planes que viene desarrollando esta Cartera y otros 
aspectos que están detallados en la carta. En el mismo sentido, hay una propuesta del señor Diputado Cantero 
Piali. 


Si les parece, estableceremos el contacto con el Ministro de Desarrollo Social para su participación. 
(Apoyados) 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Advertimos que los temas son bastante extensos: uno refiere a cómo están 
marchando las políticas sociales y generales y el otro es un cuestionamiento a una noticia medio 
compleja que ha ocupado cierto lugar en los medios. ¿Da el tiempo para realizar ambas convocatorias 
en una sola jornada? 


SEÑOR PRESIDENTE (ad hoc).- Estimo que sí. 


Esta Comisión tiene un orden del día bastante liviano en esta última parte del año. De todas maneras, si luego 
de realizar la convocatoria los colegas entienden que no es suficiente y que se requiere otra participación del 
Ministro, así se hará. 


SEÑOR MICHELINI.- En última instancia, de acuerdo con la Constitución de la República y con el 
Reglamento de la Cámara, se pueden realizar pedidos de informes en forma escrita por cualquier 
hecho que tiene a su cargo un Secretario de Estado. 


En la medida en que hay intención de conocer determinados hechos que están directamente vinculados -tal 
vez uno más general, pero el de la organización del Ministerio es más específico y la propia Diputada 
Piñeyrúa habla de contratación de organizaciones no gubernamentales- me parece que es mucho más lógico 
realizar una sola convocatoria. Si se quiere hacer una sesión especial para atender la solicitud del señor 
Diputado Cantero Piali, me parece que quedará para el año que viene, porque tenemos que preservar los 
tiempos de los Ministros. Creo que es razonable avisar con tiempo y realizar una sola convocatoria. 


Nosotros queremos colaborar para que los Ministros vengan e informen, pero si el Partido Colorado quiere 
esperar a febrero para invitar al señor Ministro, no tengo inconveniente. 


SEÑOR BONILLA.- Comparto la moción del Presidente y la del señor Diputado Michelini. Creo que 
el punto que propone tratar el señor Diputado Cantero Piali está incluido en la convocatoria de la 
Diputada Piñeyrúa. Por lo tanto, me parece perfectamente posible dar respuesta a ambas inquietudes 
en una sesión de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, realizaremos la invitación para el día 6 de diciembre, fecha de la 
próxima reunión ordinaria de la Comisión. 


Corresponde elegir Vicepresidente de la Comisión. 


Si no hay sugerencias al respecto postergamos la discusión de este punto para la próxima reunión. 


(Ingresa a Sala una delegación de la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad) 


Damos la bienvenida a una delegación de la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad, integrada 
por su Presidenta, doctora María José Bagnato; su Secretario, contador Rodolfo Schicke; la representante del 
Banco de Previsión Social, asistente social Griselda Salvo, y el representante de la Federación Nacional de 
Sordos del Uruguay -Fenasur-, señor Jorge Tourón. 


La Presidenta de la Comisión, señora Diputada Alonso, está con licencia maternal y no nos puede acompañar. 


Es un gusto recibirlos en esta Comisión que trata temáticas sociales y, por lo tanto, es relevante lo referido a 
las personas con discapacidad. 


SEÑORA BAGNATO.- Gracias por recibirnos. 


Para nosotros esta es una buena oportunidad para establecer un intercambio, pero nos importaba hacer 
algunas puntualizaciones en el contexto uruguayo actual. 


Se acaba de elaborar el informe país sobre el cumplimiento de la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, dando así cumplimiento al protocolo facultativo. Nos parece importante que 
como Estado -y como sociedad uruguaya en su conjunto- se cumpla con esa Convención. En ese sentido, 
queremos manifestar algunas cuestiones que hacen a las competencias de la Comisión Nacional y su 
implicancia en los avances que se están logrando, y también señalar lo que falta por hacer. 


Como los legisladores son una importante caja de resonancia a nivel social, nos parece importante precisar 
algunos términos, que si no son adecuados, pueden llevar a equívocos y no contribuir a los derechos de las 
personas con discapacidad. 


En ese sentido, nos preocupa que se maneje mal la denominación de la Comisión. En más de una oportunidad 
se ha manejado la denominación "Comisión Nacional Honoraria de Lucha contra la Discapacidad"; 
pensamos que podría ser un error. La Ley N? 18.651 la denomina "Comisión Nacional Honoraria de la 
Discapacidad". Antes se denominaba "del Discapacitado"; este cambio va en consonancia con la 
denominación que establece la Convención para dirigirse a las personas con discapacidad. 


Sabemos que hay que crear una cultura del lenguaje y que el lenguaje crea cultura; esto va a llevar un tiempo, 
pero nos parece importante que a partir de ahora, cuando se hable de personas con discapacidad, no se diga 
que son personas con capacidades diferentes o discapacitados. En ese sentido, la denominación de nuestra 
comisión es importante. Recordemos que es la ley la que da el nombre a la comisión, así como establece su 
conformación, que es interinstitucional: la integran distintos organismos públicos -cuyos delegados son 
funcionarios públicos- y federaciones de personas con discapacidad. 


Desde 2004, la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad asesora al INE en la confección de las 
preguntas adecuadas en los censos. En el último censo se produjo un gran avance porque se incluyeron las 
preguntas que recomienda el Grupo de Washington, de modo de que los datos puedan ser comparables con 
los de otros países. La Comisión Nacional jugó un papel muy importante porque se relaciona con los 
organismos internacionales y lleva adelante los mandatos de la OMS y de la OPS. 


Con relación a los llamados para cubrir vacantes, nuestra Comisión juega un rol muy importante para que se 
cumpla con el 4% destinado a personas con discapacidad, porque por ley está establecido que las bases deben 
ser vistas por ella antes de publicarse. En algunos casos, hasta ha frenado algunos llamados por entender que 
no se adecuaban a lo que establece la norma. Además de eso, hay un trabajo previo con el organismo que 
llama a concurso. Esto tiene que ser visible no solo para la opinión pública, sino para los organismos que 
deciden llamar a concurso. Esto no es solo un requisito de la ley, sino un aporte sustantivo para la operativa y 
el efectivo cumplimiento del concurso. 


Nuestra Comisión también ha trabajado intensamente en la reglamentación de la ley de importación de autos, 
tanto con la comisión del Ministerio de Salud Pública -que es donde se evalúa a las personas para determinar 
si cumplen con los requisitos para adquirir un auto al amparo de esta ley, como con la del Ministerio de 
Economía y Finanzas, que ha avanzado en la reglamentación de los topes. 


Hace aproximadamente tres semanas estuvimos reunidos en el Ministerio de Economía y Finanzas para tratar 
de resolver una de las cuestiones que daba lugar a dificultades. Tal cual está previsto en la Ley N* 18.651, a 
los efectos de las prestaciones que se otorguen se debe incluir la denominación que figura en el artículo 2* en 
cuanto a personas con discapacidad. Con relación a la normativa sobre vehículos para discapacitados, esto 
implica que se debe contemplar a las personas con discapacidad intelectual. Este aspecto no estaba 
establecido en las leyes anteriores, que contemplaban solo a personas con dificultades de movilidad en los 
miembros y a las personas ciegas. El señor Ministerio de Economía y Finanzas ya reglamentó este punto para 
que las personas con discapacidad intelectual puedan acceder a este beneficio. 


Obviamente, en cualquier caso, el solo hecho de tener un diagnóstico no habilita el acceso; se tienen que dar 
determinadas condiciones. También se está avanzando en este sentido para determinar con claridad en qué 


casos una persona con discapacidad intelectual no puede hacer uso del transporte público y tendría 
posibilidades de acceder a un auto de este tipo. 


Nos parecía importante comentarles esto porque forma parte del trabajo que se realiza la Comisión Nacional. 
Además, hemos oído algunas manifestaciones públicas que demuestran que no se está al tanto de esta nueva 
información. 


Por último, en varias oportunidades se ha manifestado que la reglamentación de la Ley N” 18.651 está 
trancada en el Mides, cosa que tampoco es cierta. Fue elevada al Poder Ejecutivo, y está en esa órbita. 
Inclusive, hay aspectos de la ley que no requieren reglamentación y que ya se están aplicando, como la 
conformación de la Comisión Nacional y de las Comisiones Departamentales. 


SEÑORA SALVO.- Se ha hecho un estudio de los concursos que han organizado los diferentes 
organismos de la Administración Pública, y se ha detectado que no contemplan las necesidades 
específicas de las personas con discapacidad. Al respecto queremos informarles que en la Comisión 
funciona un subgrupo de apoyo a la inserción laboral, que asesora a todos los organismos públicos con 
respecto a las condiciones y a los criterios que deben manejar para el ingreso de personas con 
discapacidad. Hemos iniciado este proceso y poco a poco hemos logrado la flexibilización necesaria y la 
sensibilización al respecto. Este es un trabajo muy importante que hace la Comisión, porque nos ha 
permito lograr un mayor porcentaje de ingreso de personas con discapacidad a la Administración 
Pública, tal como lo demuestra el informe de la Oficina Nacional del Servicio Civil de 2011. Inclusive, 
creo que este año superamos el porcentaje de ingresos del año pasado, en función de la cantidad de 
concursos que se han realizado. 


SEÑOR MICHELINI.- Me gustaría saber si la Ley_N* 18.651 ha permitido a esta Comisión cumplir 
mejor sus cometidos o si identifican que es necesario revisar o modificar algún aspecto legal. Las leyes 
no son inmutables, y la experiencia puede indicar que sea necesaria una modificación. 


La segunda consulta tiene que ver con la inserción laboral. Quisiera saber si en los llamados a concurso se 
contempla a las personas con discapacidad psíquica o psiquiátrica en esa cuota del 4%. 


También quiero hacer dos preguntas sobre temas generales, pero que hacen a esta Comisión. Una tiene que 
ver con la facilitación de accesibilidad en la parte urbana -en los inmuebles públicos y privados- y en el 
deporte. La otra es si consideran que hay que adecuar nuestra legislación y nuestras políticas a lo establecido 
en la última Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de Naciones Unidas. 


SEÑORA BAGNATO.- La ley permitió mejorar algunos cometidos, sobre todo en cuanto a la 
integración, a la participación de la sociedad civil en la conformación de la Comisión. A partir de la 
promulgación de la ley -que establece que se pueden integrar federaciones, organizaciones de segundo 
orden, de asociaciones de personas con discapacidad, se han integrado dos nuevas federaciones: la 
Federación Nacional de Sordos del Uruguay, que representa el señor Tourón, y la Federación Autismo 
Uruguay, que representa el señor Andrés Pérez. 


Evidentemente, a veces las leyes quedan como cristalizadas. Un aspecto que Ley N* 18.651 debería tener en 
cuenta sobre lo que encomienda la Convención es la perspectiva de género; eso habría que revisarlo, porque 
no está contemplado. 


Por otro lado, en el proceso de reglamentación se encomendó a la Comisión elaborar un proyecto con 
relación a la ley. Allí figuran algunas observaciones de aspectos que deberían corregirse. 


La ley está en consonancia con la Convención en cuanto al establecimiento de la definición de la persona con 
discapacidad, porque habla de las deficiencias, del entorno y de la situación extensa o prolongada, es decir, 
no se refiere a una discapacidad transitoria, siguiendo el mismo sentido que la Convención. 


Si bien están contemplados todos los artículos de la Convención, habría que actualizar algunas 
consideraciones o, por lo menos se debería hacer un estudio. De hecho, se recomienda a los Parlamentos que 


analicen si la ley está o no en consonancia con la Convención. Así que esta sería una buena actividad que el 
Parlamento uruguayo podría hacer. 


Con respecto a la pregunta sobre el ingreso de las personas con discapacidades psíquicas, debemos decir que 
tuvimos un encuentro con el Ministro de la Corte Electoral, señor Salvo, quien nos asesoró en ese sentido. 
Existe una contradicción legal que dificulta los casos de personas que tienen cuestionadas su capacidad civil 
o una curatela, que no estarían autorizadas a hacer uso de sus propios bienes. Si bien por un lado se los 
habilita como personas con derecho a presentarse, en la medida que están declarados incapaces, no pueden 
ejercer esos derechos. 


De acuerdo con el procedimiento que nos comunicó el señor Salvo, aquellas personas con discapacidades 
mentales, tanto intelectuales como psíquicas, no estarían impedidas de inscribirse en el registro, aunque estén 
declaradas incapaces, porque el requisito que se pide es la inscripción a la ciudadanía y no la credencial. En 
ese sentido hay algunas cuestiones que hay que ajustar a nivel legal, porque se van aprobando leyes que 
incompatibilizan la posibilidad de algunas acciones. 


Voy a citar otro ejemplo de contradicción legal, aunque no tiene mucho que ver con este tema. Las personas 
que cobran pensión por discapacidad están autorizadas, por ley, a tener un ingreso laboral que no supere el 
monto de tres pensiones. Sin embargo, es incompatible con el monotributo o con la ley de cooperativas 
sociales. Por tanto, las personas con discapacidades psíquicas que quieren formar una cooperativa no lo 
pueden hacer porque existen incompatibilidades en ese sentido. 


Cuando hablamos de cargos públicos nos referimos a una tarea laboral, y cada organismo tiene sus propios 
requisitos de ingreso, de acuerdo con el perfil del cargo. Por lo tanto, no podemos incidir en quiénes entran o 
no, porque son las bases las que establecen los criterios. Ninguna base puede establecer a qué tipo de 
capacidad está dirigido el cargo; lo que establece son las condiciones laborales, es decir, el nivel educativo y 
las capacidades que se deben desarrollar. En ningún caso las bases pueden mencionar -esa ha sido una de las 
causas por la cual la Comisión ha pedido que se modifiquen las bases- a qué tipo de discapacidad va dirigido 
el llamado. 


Para las personas con discapacidades psiquiátricas no solamente es un problema el acceso al puesto, sino 
también el sostenimiento en el mismo. Sería necesario una flexibilización horaria de acuerdo con sus 
posibilidades. En principio no tienen ningún otro impedimento más que el nivel educativo y las competencias 
que solicita el llamado para el puesto de trabajo. 


SEÑOR MICHELINI.- No tengo inconveniente en repetir las preguntas que realicé a los efectos de la 
comprensión de toda la delegación. Mis inquietudes referían a la ley -esto ya fue aclarado-, a la 
inserción laboral de las personas con dificultades psíquicas o psiquiátricas, a la accesibilidad urbana - 
tanto pública como privada- y al deporte, y a la ley de compatibilidad con la última Convención de 
Naciones Unidas. 


En cuanto al tema de la discapacidad psíquica, es cierto que las bases no discriminan, pero luego la 
reglamentación o el propio abordaje en el mostrador -para decirlo de alguna manera- lo terminan haciendo. 
La Administración, por razones culturales desalientan la incorporación de estos ciudadanos a la función 
pública. En el caso de los discapacitados psíquicos y psiquiátricos existe una doble estigmatización. Por lo 
tanto, no sé si no habría que trabajar en una ley o en una reglamentación complementaria. Me imagino -no 
tengo aquí el texto de la Ley N* 18.651- que la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad podrá hacer 
sugerencias en materia legislativa. Nosotros estamos abiertos -formal o informalmente- a analizarlas todas, 
porque estamos convencidos de que hay que seguir trabajando. En general, el conjunto de legisladores 
estarán de acuerdo con no quedarse pasivos a los efectos de la aplicación de lo que nosotros queremos que 
sea la mayor integración posible de estas personas. 


SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ.- Quiero saber si el Comité Paralímpico Uruguayo integra la Comisión 
Nacional Honoraria de la Discapacidad. En caso de que no la integre, me gustaría conocer si tiene 
algún tipo de vinculación o nexo con ellos. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero hacer una consulta con relación al tema de la cuota del 4% que prevé la ley 
a los efectos de garantizar, facilitar o posibilitar el ingreso de discapacitados a la función pública. Me 


parece que el tema es bastante más complejo que el enfoque específico que se le ha venido dando, 
referido a los perfiles de los discapacitados intelectuales. Nosotros hemos debatido en esta Comisión, y 
se han cursado pedidos de informe a con relación al cumplimiento o incumplimiento de la disposición 
legal por parte de los distintos organismos de la Administración Central, de la Administración 
descentralizada y de los organismos públicos en general. Advierto que en algunos casos no es una 
cuestión de perfiles sino de que no se cumplió con la ley. 


Con relación a esto quiero saber cuál es la visión de la Comisión y qué información estadística tiene, ya que 
esta es muy fragmentaria. Si bien muchos legisladores hemos cursado pedidos de informe, hemos recibido 
información muy parcial. Sin embargo, la Oficina Nacional del Servicio Civil -que por razones de 
competencia puede dar una información muy fidedigna y estadísticamente muy aproximada a la realidad- ha 
dicho lo que estamos afirmando. Es decir que hay organismos que han cumplido cabalmente con esta 
disposición, pero que otros han sido incumplidores contumaces. Me parece que el tema es bastante más 
complejo que el aspecto que se venía mencionando, que por supuesto es muy importante también. 


En ese sentido, pediría una opinión más completa con relación a una disposición que no ha tenido 
cumplimiento. Me consta que algunos organismos se han preocupado de esto, pero otros han soslayado la 
información y han hecho de cuenta como que la misma no existe. Esto es histórico, pero ha ocurrido también 
desde la aprobación de la última previsión legislativa que, inclusive, cuando la debatimos en el período 
pasado todos los partidos pusimos especial énfasis en este aspecto, y en establecer mecanismos que aseguren, 
reaseguren o garanticen el cumplimiento que, lamentablemente, sigue sin producirse. Me da la sensación de 
que no han cambiado las cosas positivamente, por lo menos con relación a eso. Obviamente, la Comisión 
Nacional Honorario de la Discapacidad debe tener una opinión formada y quizás información que para esta 
Comisión resulte de gran utilidad. 


SEÑOR GARINO GRUSS.-En realidad, ya tuve un intercambio personal con la Comisión Nacional 
Honoraria de la Discapacidad, a la que concurrí hace un par de meses. Agradezco su presencia aquí, de la 
misma forma que agradezco la manera en la que me recibieron cuando concurrí en aquella oportunidad, en la 
que muy gentilmente tuvieron la delicadeza de recibirme junto con el equipo que me acompañó; nobleza 
obliga mencionarlo. 


Algunas de mis inquietudes sobre la discapacidad en general fueron evacuadas en aquella oportunidad. 


El señor Diputado Abdala planteó algunas de mis dudas con relación al 4%. Eso me preocupa, porque se trata 
de acompasar lo que aquí se legisla, de dar cumplimiento efectivo y cabal a la ley. No se imaginan cuántos 
discapacitados nos consultan a todos los legisladores por ese 4%, por la oportunidad de trabajar que están 
esperando. El trabajo dignifica y si bien no están en condiciones de realizar la universalidad de las tareas, sí 
pueden realizar unas cuantas. 


Voy a hacer dos puntualizaciones concretas. 


En primer lugar, quiero consultar sobre la situación de la Colonia Santín Carlos Rossi. La señora Diputada 
Mallo, del Partido Colorado, se ha mostrado muy preocupada por la situación general que atraviesa esa 
institución. No sé si esa Colonia depende directamente de ustedes, pero quizás puedan tener conocimiento de 
la situación en la que se encuentra actualmente, a efectos de que la señora Diputada Mallo pueda leerlo en la 
versión taquigráfica. 


En segundo término, deseo referirme al Instituto Nacional de Ciegos General Artigas. He solicitado que se 
los convoque a esta Comisión y espero que concurran a la brevedad. La Comisión Nacional Honoraria de la 
Discapacidad estaba esperando el informe de la Auditoría Interna de la Nación. Quiero saber si ese informe 
ya está listo, porque hace meses que lo habían solicitado y no se les había entregado; por lo menos, eso me 
dijeron cuando fui recibido por la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad. 


Por otra parte, quiero decir que se me presentó un problema personal -no es mi estilo, por lo que me debo 
retirar de Sala. De todas formas, se está tomando versión taquigráfica de esta reunión, por lo que leeré las 
respuestas luego. Pido las disculpas del caso. 


SEÑOR PEREIRA (don Nicolás).- Algunas de las preguntas que quería formular ya las han realizado 
otros colegas. 


Quería que se profundizara con relación al cumplimiento del 4% que se establece en la ley. En la 
presentación que hizo la doctora Bagnato se hizo referencia a que tuvieron que parar algunos llamados por 
déficit en su formulación. Creo que algo ya contestaron al respecto al señor Diputado Michelini, pero quiero 
saber si tienen información relativamente actualizada sobre el cumplimiento de ese 4% tanto en el Gobierno 
nacional como en los Gobiernos departamentales. Ese es un aspecto sobre el cual no he encontrado 
información y considero que es muy importante. 


Por otro lado, repasando los resultados del censo -han dicho que fueron una parte importante en la 
elaboración de las preguntas a los efectos de que tuvieran posibilidad de comparación con otros países, en la 
medida en que hay ciertas indicaciones de la OMS y demás, quiero saber si más allá de la lectura que uno 
pueda hacer, ustedes -que están en su "métier"- consideran que hay aspectos sustanciales a destacar. 


Por último, en la presentación inicial, la doctora Bagnato expresó que terminaron de elaborar un informe a 
nivel nacional. Quiero saber si es posible que lo hagan llegar a la Comisión para conocerlo y poder 
estudiarlo, a efectos de estar más actualizados y seguir más de cerca la dinámica de trabajo de la Comisión 
Nacional Honoraria de la Discapacidad, que es bien importante; de esa forma, los podremos acompañar de 
otra manera. 


SEÑORA SALVO.- Concretamente, la inserción laboral de las personas que tienen limitaciones para el 
relacionamiento como consecuencia fundamentalmente de patologías psiquiátricas o las personas que 
tienen problemas para el aprendizaje porque tienen limitaciones intelectuales, es la más difícil de 
conseguir. Precisamente, la estrategia que hemos establecido en la Comisión Nacional Honoraria de la 
Discapacidad ha sido asesorar a los organismos públicos explicando que debe ser el perfil de la tarea lo 
que determine las capacidades necesarias para los puestos de trabajo. No estamos de acuerdo con los 
llamados en los que se hace referencia a personas en sillas de ruedas, por ejemplo; ello sucedió. Los 
llamados tienen que ser generales para todas las personas con discapacidad. Lo que va a limitar la 
capacidad de cada uno de ellos para el desempeño de ese puesto de trabajo debe ser el perfil del puesto 
de trabajo. 


Además, también hacemos hincapié en la necesidad de las adaptaciones de los puestos de trabajo y de las 
condiciones laborales de acuerdo con las necesidades de las personas con discapacidad. En este momento, 
hay muchas ayudas técnicas, muchos apoyos, que permiten a las personas con diferentes tipos de capacidad 
insertarse en el medio laboral. 


SEÑOR SCHICKE.- Integro la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad como delegado de la 
Comisión Honoraria del Patronato del Psicópata. 


Me parece sumamente válida la pregunta, porque más allá de las disposiciones y de las voluntades, en los 
hechos, es muy difícil que las personas que tienen trastornos mentales severos y persistentes puedan acceder 
a los puestos de trabajo, por el trámite de selección. Generalmente, se plantea una prueba psicolaboral que, en 
teoría, es muy válida, pero en estos casos genera en el postulante un tipo de reacción que prácticamente lo 
inhibe de seguir el proceso. 


Entonces, a título personal y como parte integrante de la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad y 
de la Comisión Honoraria del Patronato del Psicópata, tomo el planteo de que, a partir de alguna disposición 
legal o reglamentaria, se vea la posibilidad de defender una situación que es diferente con respecto al resto de 
las personas con discapacidad, por las características que tiene este padecimiento. Me parece muy 
importante. 


Además del registro y del apoyo que estamos tratando de prestar a los organismos que hacen llamados, 
queremos tener un seguimiento en el desempeño del cargo y no solo participar en la selección, porque a veces 
se genera una frustración del seleccionado, porque no se siente apto para desempeñar el cargo. Asimismo, 
nos gustaría tener un resultado estadístico a efectos de saber qué tipos de discapacidades fueron las que 
ocuparon los cargos de selección. 


SEÑOR TOURÓN.- Soy Vicepresidente de la Federación Nacional de Instituciones de la Comunidad 
Sorda del Uruguay y soy delegado de la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad. 


Quiero hacer referencia a la primera pregunta que realizó el señor Diputado Michelini, que engloba lo que 
uno hace como integrante de una organización civil e integrante de la Comisión Nacional Honoraria de la 
Discapacidad. El señor Diputado Michelini preguntó si la legislación permite un trabajo adecuado. En 
nuestro caso particular, nos integramos a la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad de acuerdo con 
lo previsto en la Ley N* 18.651, como Federación. Cada uno tenía actividades en particular. Yo soy fundador 
de la Asociación de Padres y Amigos de Sordos del Uruguay. En la Federación están incluidos la Asociación 
de Sordos del Uruguay, el Centro de Investigación y Desarrollo para la Persona Sorda y la Asociación de 
Sordos de Salto. Nos dimos cuenta de que la ley nos daba la oportunidad de integrar el ámbito natural para 
establecer toda la problemática de la discapacidad. De hecho, la entrada en funcionamiento de nuestra 
institución como organización civil, junto con otras que ya estaban o que se ingresaron este año, nos ha 
permitido trabajar en un sentido comunitario y coordinado con los delegados oficiales que hay dentro de la 
Comisión y con las instituciones privadas, que por lo general siempre somos las demandantes de lo que 
necesitamos en nuestras comunidades. 


Una de las razones por la que estamos presentes aquí es porque, participando en diversos foros como 
representantes de la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad -no en particular de nuestras 
organizaciones, hemos comprobado que hay un desconocimiento de la existencia de esta Comisión o tal vez 
desinformación. 


La Presidenta doctora Bagnato ha hecho un relevamiento de todas las actividades que hace la Comisión, en la 
cual participamos directamente como organizaciones civiles, ya sea a nivel de educación, como de 
relacionamiento con todas las Direcciones de las administraciones civiles con respecto a los llamados a 
concurso para las personas con discapacidad. Como decía el señor Diputado Abdala, es cierto que no se llega 
al 4%, pero sí podemos decir desde adentro, luego de un año de trabajo, que lo que pasaba en 2009, en 2010, 
en 2011, va "in crescendo" notoriamente, y como integrantes de la Comisión Nacional Honoraria de la 
Discapacidad eso nos satisface. Obviamente, que esto implica un trabajo de coordinación de parte nuestra. 
Nosotros estamos en contacto continuo con la Oficina Nacional del Servicio Civil, con los llamados a 
concursos y, además, trabajamos con Comisiones de trabajo, de educación, etcétera. Por ejemplo, en la parte 
de trabajo estamos terminando de elaborar las pautas de los llamados a concurso para la persona 
discapacitada. Este trabajo se fortalece desde adentro de la propia Comisión. 


Sabemos que hay muchas cosas que no se cumplen, en especial en el tema del trabajo, pero desde mi lugar 
puedo decir que estamos conformes con lo que se está produciendo, porque esto es una cuestión muy 
dinámica, va creciendo. El propio trabajo de la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad ha ido 
creciendo y lo hará hasta que supuestamente se convierta en la Comisión de seguimiento de la Convención 
Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 


Aprovecho esta oportunidad para establecer en la Comisión Especial de Población y Desarrollo Social, que 
recibe mucha gente con discapacidad y organizaciones que por su envergadura no están dentro de la 
Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad, que en vista de que no hay un reconocimiento real del 
trabajo que esta realiza, se pueda crear una coordinación directa entre ambas. 


SEÑORA BAGNATO.- Me parece importante aclarar que también desde la Comisión se está haciendo 
un trabajo de sensibilización porque sabemos que no alcanza con mandatar el cumplimiento. 


La discapacidad es un tema social y todos discriminamos. Esto tiene que ver con lo que señalaba al principio. 
No es un problema que esté fuera de ningún organismo ni de la Comisión, es un problema social y como tal 
debemos dar respuesta. Y si no acompañamos la normativa con un trabajo, esta no se aplica. La Comisión 
tiene que hacer un gran trabajo de sensibilización en ese sentido. 


Vamos a entregar un material que elaboramos, en el que hemos publicado la ley -que ustedes ya deben 
conocer- para dar más información a las personas con discapacidad de sus derechos y algunas postales en el 
sentido de visibilizar algunos otros aspectos, como el trabajo o el deporte. El Comité Paralímpico Uruguayo 
no integra la Comisión -está establecido en la ley quién la integra, y no tenemos una vinculación institucional 
con él. 


En cuanto a la accesibilidad en general y la accesibilidad urbana, quiero señalar que la Comisión también está 
integrada por un delegado del Congreso de Intendentes y a través de él hicimos llegar la necesidad de que las 
Intendencias establezcan normas. Algunas Intendencias ya tienen la normativa; Montevideo la tiene desde 
2008, que la amplía con la vinculada al transporte. Este es un tema pendiente a nivel de Gobiernos 
departamentales, porque no todos la tienen. 


Con respecto al cumplimiento de los llamados a los cargos públicos del Gobierno nacional y de los 
Gobiernos departamentales, la Oficina Nacional del Servicio Civil anualmente ha entregado el informe desde 
2010 en adelante. Si mal no recuerdo, hasta 2005 había dificultades para obtener información. Inclusive, 
cuando se solicitó desde el Parlamento demoró bastante tiempo. Ahora, sistemáticamente se publica y se hace 
un estudio evolutivo; por lo tanto, a fin de año va a estar pronto. Ya está publicado hasta 2011. En lo que va 
de 2012 se han hecho más llamados del Gobierno central, a excepción de Maldonado que está en proceso de 
llamado, que estaría cumpliendo con la totalidad del 4%. Hay algunas Intendencias que hacen llamados 
descentralizados y con eso plantean que están cubriendo el 4%, pero en realidad lo que indica la ley es que 
ingresen a la plantilla de funcionarios. Si bien manifiestan que se cumple con la normativa porque contratan, 
en realidad, no es lo que refiere la ley. 


Con relación a los datos del censo, debemos decir que como Comisión nos sorprendieron; sin embargo, están 
en consonancia con la estimación que hace la Organización Mundial de la Salud, que establece una 
prevalencia de 15% para la población mundial de aumento de la discapacidad. Obviamente, esto tiene que ver 
con condiciones de vida, porque muchas discapacidades se generan por cuestiones vinculadas a consecuencia 
de la salud, a que cada vez vivimos más y entonces hay más posibilidades de adquirir una discapacidad. Por 
lo tanto, nos parece muy importante utilizar esos datos del censo, para el análisis y el diseño de estrategias 
vinculadas a la discapacidad. 


En relación con el informe país, es el Ministerio de Relaciones Exteriores el que lo coordina. Nosotros 
tenemos un borrador, pero correspondería pedirlo a la Comisión de Derechos Humanos y Derecho Igualitario 
del Ministerio. Hicimos una presentación a la sociedad civil para comunicar que se puede hacer un informe 
alternativo al oficial. El 6 de diciembre vamos a tener un último encuentro para ajustar, cerrar el informe y 
enviarlo a Naciones Unidas. 


En cuanto a la pregunta del señor Diputado Guarino Gruss, creo que es parte de la confusión de 
institucionalidad en materia de discapacidad. Yo me entrevisté con él en relación con el Programa Nacional 
de Discapacidad, que pertenece al Ministerio de Desarrollo Social; capaz que la confusión se debe a que 
también presido la Comisión Nacional. Por lo tanto, el Ministro de Desarrollo Social es el que debe 
responder a su pregunta. 


La Colonia Santín Carlos Rossi es competencia del Ministerio de Salud Pública, que tiene un programa de 
salud mental, y también del Patronato del Psicópata. Aprovecho la oportunidad para dar una opinión 
personal, que es compartida pero no fue votada en plenario para que la diga en nombre de todos. Me parece 
que es una denominación totalmente perimida y que debería ser revisada en relación con la ley de salud 
mental. 


SEÑOR SCHICKE.- Soy integrante del Patronato del Psicópata. Obviamente, es una denominación 
que no tiene nada que ver con la realidad, más allá de que hay funcionarios de alta jerarquía que es 
adecuada. Las Colonias Santín Carlos Rossi y Etchepare están representadas, a través de sus 
directores, en el Patronato. Yo integro el Patronato en mi carácter de familiar, y nosotros bregamos por 
que esas Colonias terminen su actividad o, al menos, en su forma actual. Son meros depósitos de 
personas absolutamente indefensas, con ningún tipo de apoyo familiar. La tendencia ha sido disminuir 
la cantidad de habitantes, pero se debe ir directamente a la clausura. Yo siempre digo -discúlpenme- 
que creo que están mejor tratados los animales en el zoológico que esas personas que deben vivir allí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la presencia y la iniciativa que tuvieron para aclarar 
algunas expresiones que se habían vertido, aprovechando la oportunidad para darnos un 
pormenorizado informe, que mucho apreciamos. Seguramente vamos a estar en contacto con ustedes. 


Reiteramos lo que decía el señor Diputado Michelini: tienen acá un canal expedito para realizar aquellas 
innovaciones o propuestas de modificación a la normativa vigente en el área de sus competencias. Con 


mucho gusto serán bienvenidas y consideradas por esta Comisión. 


Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da nánrina 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


